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Dentro de la variedad de órganos constitucionales, cada uno de los Estados ha escogido los que considera más convenientes como garantía para asegurar la constitucionalidad de las leyes o de las normas a ella equiparadas; esa es la función en Colombia de la Corte Constitucional, encargada de velar por las garantías de nuestra Constitución.

Siempre que en el derecho público se habla de “garantía”, el significado de esta palabra debe entenderse como aquel conjunto de medios que crea el ordenamiento jurídico para asegurar la observancia y supremacía de la Constitución, vale decir, la conservación e integridad del ordenamiento mismo.

En Colombia, la administración de justicia es considerada como una función pública, a través de una labor desconcentrada y autónoma, cuyas decisiones son independientes, a través de actuaciones públicas y permanentes con las excepciones que la ley señale, prevaleciendo, en todo caso, el derecho sustancial. Los términos de cada proceso se deben observar con absoluta diligencia y su incumplimiento será sancionado.

Sobre ese particular, el Magistrado José Gregorio Hernández Galindo, a través de la Sentencia T-173 de 1993 de la Corte Constitucional, dijo: "El derecho a la administración de justicia no es un derecho apenas formal que se satisfaga mediante la iniciación del proceso, sino que su contenido es sustancial, es decir, implica que la persona obtenga a lo largo de la actuación y hasta la culminación de la misma, la posibilidad de ser escuchada, evaluados sus argumentos y alegatos; tramitadas de acuerdo a la ley sus peticiones, de manera que las resoluciones judiciales sean reflejo y realización de los valores jurídicos fundamentales. En tal sentido, el acceso a la administración de justicia es inescindible del debido proceso y únicamente dentro de él se realiza con certeza."
 

También se observa que, la igualdad en la aplicación de la ley por parte de los órganos judiciales, guarda íntima relación con el derecho fundamental a recibir la misma protección y trato de las autoridades, garantizando a todos el acceso a la administración de justicia, indicándose también cuales son los casos en los que se puede litigar sin la representación de un abogado.

Pero, este acceso a la administración de justicia, no implica únicamente la posibilidad de acudir ante el juez para demandar que deduzca de la normatividad vigente aquello que haga justicia en un evento determinado, sino que se concreta en la real y oportuna decisión judicial y, claro está, en la debida ejecución de ella. Esto, a su vez, representa la culminación del debido proceso, que no admite dilaciones injustificadas en el trámite de los asuntos puestos en conocimiento de los jueces ni, por supuesto, en el cabal y pleno desarrollo de lo que se decida en el curso de los juicios.

Igualmente, "Una interrupción del servicio que presta la justicia, significaría, de un lado, que las personas carecerían del derecho al acceso a la administración de justicia, violándose así el derecho al debido proceso; de otro lado, ello implicaría una lesión al interés general, porque la sociedad carecería del aparato para investigar y procesar los delitos y demás conflictos judiciales."

Los jueces en sus providencias, sólo estarán sometidos al imperio de la ley y se acepta en Colombia como criterios auxiliares de la actividad judicial, la equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina.

En cuanto a la estructura de la Rama Judicial en Colombia, encontramos unas jurisdicciones especiales; la Corte Suprema de Justicia, como cabeza de la jurisdicción ordinaria; el Consejo de Estado, cabeza de la jurisdicción de lo contencioso administrativo; la jurisdicción constitucional, encargada a la Corte Constitucional; la labor de administración de justicia y disciplinaria, encargada al Consejo Superior de la Judicatura y sus dos Salas; y la Fiscalía General de la Nación, aparte de otras funciones encargadas a los jueces de paz, a las autoridades de los pueblos indígenas e incluso a los particulares cuando actúan como árbitros o conciliadores.

LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL EN ESPECIAL:

Sobre esta jurisdicción en especial, en la cual inicié mi vida profesional en 1992, habiendo llegado a ser Secretario General de la Corte Constitucional colombiana, cuando contaba con veinticuatro años de edad. Citaré aquí una referencia que sobre esta jurisdicción, se hizo en la propia Corte Constitucional, a través de la Sentencia de Tutela T-006 de 1992, que con Ponencia del Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, dice: "La jurisdicción constitucional se ha establecido por la Constitución, como función pública asignada a ciertos órganos dotados de competencias judiciales especiales cuyo contenido consiste en asegurar la integridad y primacía de la Carta. Es la garantía básica del Estado constitucional de derecho. Asegura que efectivamente todos los poderes públicos sujeten sus actos (aquí quedan comprendidos entre otros las leyes; las sentencias y los actos administrativos) a las normas, valores y principios constitucionales, de modo que cada una de las funciones estatales sea el correcto y legítimo ejercicio de una función constitucional. Esta jurisdicción asume como competencia especialísima la guarda de los derechos fundamentales buscando, conforme a la expresa y reiterada intención de todos los constituyentes, la efectividad de los mismos y su oponibilidad frente a todos los órganos del poder público."

El vocablo “jurisdicción constitucional” aparece en la literatura jurídica en el período entre las dos guerras mundiales del siglo XX. Antes, o no se usaba, o si lo era, se hacía de manera común, sin diferenciarlo ni vincularlo con el vocablo en sustancia expresa: control de normas o supremacía constitucional.

Lo cierto es, que según Domingo García Belaunde
, en 1928 se publicaron tres trabajos importantes sobre este tópico, pero ningún autor trató de definirlo; mejor dicho, Kelsen, Eisenmann y Mirkine-Guetzevitch, quienes lo dieron como conocido y poco necesitado de esclarecimientos.

El término “jurisdicción constitucional” empezó a ser usado desde un primer momento para afirmar la idea de que era factible que alguien (un órgano) controlase la constitucionalidad de las normas o de los actos inconstitucionales de autoridades o particulares.

Sin embargo, la preocupación de muchos es si debe emplearse el término “justicia constitucional”, o mejor, el de “jurisdicción constitucional”, puesto que los ya citados autores, considerados como los padres de esta disciplina, lo utilizan indistintamente, como si fueran sinónimos. Todo esto, por cierto, en función de los tribunales constitucionales existentes en aquel momento, el primero de ellos el austriaco (1919) el segundo el checoeslovaco (1920) y más tarde el español (1931), que constituyen, en el período entreguerras, las únicas tres experiencias de tribunales especializados.

Determinados sectores europeos y latinoamericanos usan los dos términos en forma indistinta sin mayores consecuencias, aunque el problema surge cuando se hacen análisis más hondos y se plantean argumentos de mayor peso.

Así por ejemplo, dice García Belaunde, “En 1968, Héctor Fix - Zamudio, señalaba que prefería la denominación “justicia constitucional”, por dos motivos fundamentales: uno de ellos de orden filosófico, el otro de orden jurídico. El de orden filosófico, es sumamente sugestivo, pues señala que la supremacía y defensa constitucional persigue la consecución de determinados valores que están por encima del ordenamiento jurídico positivo, a los que el hombre no debe estar ajeno. El segundo argumento es de orden jurídico, sí, Fix afirma que en realidad la “justicia constitucional es el conjunto de procedimiento de carácter procesal por medio de los cuales se encarga a determinados órganos del Estado, la imposición forzosa de los mandamientos jurídicos supremos.”
 
En síntesis, la jurisdicción constitucional es fundamentalmente la capacidad de los órganos del Estado (no importa cuales) para pronunciarse sobre temas constitucionales, y que sus resultados puedan ser impuestos a otros.

Y, para ejercer esa capacidad, el constitucionalista español Niceto Alcalá Zamora y Castillo, dijo que debía crearse un derecho procesal constitucional, llegando éste a expresar que el creador del mimo era Kelsen.

Sin embargo, Héctor Fix Zamudio dice que sobre el particular existen dos disciplinas; por un lado el Derecho Procesal Constitucional; y por el otro el Derecho Constitucional Procesal. El primero de ellos, estudia los principios y desarrollo del proceso y el segundo los fundamentos o bases del proceso constitucional. Sin embargo, nosotros no creemos en la existencia de estas dos disciplinas que no son más que un juego de palabras.

Baste sí decir, que el Derecho Procesal Constitucional, posee unos contenidos, que para algunos, podrían ser los siguientes:

A. Jurisdicción: se considerará como la función pública realizada por órganos del Estado con las formas requeridas por la ley, en virtud de la cual, por acto de juicio, se determina el derecho de las partes, con el objeto de dirimir sus conflictos y controversias de relevancia jurídica, mediante decisiones con autoridad de cosa juzgada, eventuamente factibles de ejecución.

B. Garantías constitucionales: son en rigor los instrumentos protectores que figuran en el ordenamiento constitucional, como pueden ser el habeas corpus, la acción de tutela o la acción de inconstitucionalidad, que buscan proteger la defensa del ordenamiento constitucional.

C. Proceso: es el desarrollo o secuencia de actos con el fin de resolver frente al órgano jurisdiccional, un conflicto con el objeto de hacer valer determinadas pretensiones. La característica fundamental del proceso constitucional es que, tiende a una mayor agilidad, y a tener efectos de mayor relieve. Se trata, sin lugar a dudas, de un proceso de carácter público sui generis.

D. Organos constitucionales: se trata en realidad de entidades investidas de poder por el ordenamiento jurídico que realizan la labor propia de este proceso, como la Corte Constitucional colombiana.

Germán Bidart Campos ha expresado, que el derecho a la jurisdicción constitucional pose tres etapas bien diferenciadas: una anterior al proceso, como obligación del Estado de suministrar justicia; otra durante el proceso, para que se mantenga la idoneidad de las vías procesales y la garantía de la defensa en juicio en todas las instancias hasta llega a la sentencia y, finalmente, en la integridad de requisitos que tendrá que contener el acto resolutorio judicial para considerarlo válido.

En ese derecho a la jurisdicción constitucional, existe un número de garantías procesales, que el profesor Osvaldo Alfredo Gozaín, enumera así:

A. El proceso público, en la idea de tramitar un proceso sin restricciones ni ocultamente, donde sean conocidas todas las actuaciones procesales y de cara al pueblo. 

B. Una justicia independiente e imparcial, como expresión de la moralidad republicana que inspira un sistema de justicia digno.

C. Un proceso sin dilaciones indebidas, y aunque pueda pensarse que por el contexto general en que el principio se emite, va dirigido al proceso penal, debe plantearse la necesidad de interpretarlo igualmente para el proceso constitucional. 

SISTEMAS DE JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL.
En Colombia, se dio comienzo a la defensa de la Carta Fundamental, con el establecimiento de un control de tipo político, radicado en el Congreso, lo cual se introdujo en casi todas las constituciones que precedieron a la de 1886, en la cual ya se vino a admitir un primer y simple mecanismo de control de constitucionalidad en cabeza del Presidente de la República, quien lo ejercía con respecto a los proyectos de ley que se sometían a su sanción ejecutiva, lo cual se venía a concretar en un control algo relativo sobre el contenido del texto legal, pero, como tal sistema no estaba consagrado formalmente, sólo hasta 1910 se vino a proyectar la supremacía constitucional sobre las leyes y el consiguiente control jurisdiccional de constitucionalidad a través de una acción pública que podía ejercer cualquier ciudadano contra las leyes - incluidas las aprobatorias de tratados públicos internacionales- ante la Corte Suprema de Justicia, a la cual se le asignó en ese momento la función de ser guardiana de la integridad y supremacía del Estatuto Superior, lo que conservó hasta 1991, cuando nació la Corte Constitucional. 

Por otra parte, una sentencia de la Corte Constitucional de Colombia, corresponde a una acción pública y tiene efectos plenos, esto es Erga Omnes, por oposición de los fallos comunes que tienen únicamente efectos Inter Partes.

Los efectos de las providencias de inconstitucionalidad son en Colombia igualmente definitivos. El Decreto 2067 de 1991, que rige los juicios y actuaciones en ese Alto Tribunal, establece en su Artículo 49 que contra las sentencias de la Corte Constitucional no procede recurso alguno y que la nulidad de los procesos tramitados ante ella, sólo puede ser alegada antes de proferido el fallo, manifestando igualmente que sólo las irregularidades que impliquen violación del debido proceso pueden servir como base para que el pleno de la Corte anule el juicio. En síntesis, esta norma, que incluso podría ser demandada ante ese Tribunal, es un ejemplo moderno del aforismo romano "Roma locuta, causa finita", que es el sustento más importante de la prevalencia de la cosa juzgada constitucional.

Con respecto a lo anterior, el Alto Tribunal Constitucional, no tiene dentro de las competencias que le asigna el Artículo 241 de la Carta Colombiana, la de llenar los vacíos normativos que produzcan sus fallos, ya que su labor no es legislar, razón por la cual, tampoco puede efectuar pronunciamientos que interpreten sus sentencias, ni resolver consultas sobre la forma de subsanar las consecuencias que puedan producir sus fallos, motivo por el cual, la labor del juez de Constitucionalidad se limita en este país, únicamente a pronunciarse a través de decisiones judiciales, sean estos Autos o Sentencias.

Sin embargo, en Colombia encontramos muchas veces interpretaciones que la Corte Constitucional hace de la Carta Política, que nos producen incertidumbre jurídica, pues en ciertos casos se acude al significado “literal” del texto constitucional, en otros a la “intención histórica” de los miembros de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991; en otros casos a los “valores sociales” implícitos en el título que trata sobre los derechos fundamentales, o al llamado “criterio de razonabilidad en la interpretación del Derecho”, o mejor, a algo que según Gabriel Bouzat, se denomina la intención “presunta” o “dinámica” del constituyente, “es decir, a cómo hubiese legislado si hubiese previsto las nuevas circunstancias sociales”
, lo cual se nota frecuentemente en nuestra jurisprudencia, al igual que recurrir a las interpretaciones que en el pasado realizó la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en casos análogos, o a la manera en que considera que las distintas alternativas interpretativas pueden influir en la vida social y económica del Estado colombiano.

Es muy importante considerar en este capítulo, la tesis de la fundamentación múltiple del control constitucional, conforme al cual puede caracterizarse en atención al momento en el cual opera y del acto sobre el cual se ejecuta, al igual que a partir de la vía que pone en marcha el tratado.

Debo destacar igualmente, que en el proceso de consolidación de las nuevas instituciones colombianas, sobresale particularmente el control jurisdiccional de constitucionalidad, que posee una heterogénea fundamentación y tiene una regulación contenida -como ya lo dije- en el Artículo 241 de la Constitución Nacional en lo que se refiere a las funciones de la Corte Constitucional.

La tendencia actual que nos lleva al creciente protagonismo del poder judicial, ha creado las condiciones propicias para que las cortes constitucionales amplíen, hoy más que nunca, los alcances de sus facultades de control de los actos de los órganos legislativos o de los ejecutivos que ejercen funciones de carácter legislativo. Esta situación es aún más notoria en los últimos años en Colombia, donde una posible indefinición sobre la distribución de funciones entre los poderes públicos y la ausencia de mecanismos de control ciudadano del poder político, favorecen la expansión del control constitucional.

En este contexto de protagonismo, dice Pascual Gaviria
 que “los tribunales constitucionales en general y la Corte Constitucional colombiana en particular, se enfrentan al dilema típico de la judicatura en las últimas décadas: o bien perpetúan la tradicional actitud deferente frente a los otros poderes públicos para conservar su independencia corporativa, aún al precio de su irrelevancia social; o bien optan por un papel transformador de la realidad social, aún si ello crea el riesgo de que los poderes legislativo y ejecutivo reaccionen intentando recortar su independencia”.
Para reforzar lo dicho, el ejercicio de la jurisdiccional constitucional, esto es, el pronunciamiento sobre asuntos o cuestiones constitucionales varía de acuerdo a los países y a sus respectivas tradiciones. El problema se convierte entonces en determinar el criterio de interpretación correcto, y compatible con el legítimo papel que en un sistema democrático de gobierno debe cumplir el poder judicial cuando se le asigna la facultad de ejercer el control jurisdiccional de constitucionalidad de las leyes.

En los casos de control de constitucionalidad, este dilema adquiere su punto más alto, debido a los efectos generales e inmediatos de las decisiones de cada Corte o Tribunal Constitucional. De hecho, en casos como los de Colombia, la declaratoria de inconstitucionalidad de una sola norma jurídica puede acarrear un cambio repentino y por demás profundo, en la regulación de un sector fundamental de la vida social, tal como el fallo de la Eutanasia que permite abrir la puerta para que los individuos puedan arbitrariamente disponer de su propia vida, o buscar que alguien disponga de ella con base en el principio de “solidaridad social”; o el fallo de la Dosis Personal de sustancias alucinógenas, que permite, según el Magistrado Carlos Gaviria Díaz, cumplir con el ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad, consagrado en el artículo 16 del texto Superior.

El poder legislativo negativo de la Corte Constitucional colombiana, incluso, puede ser mayor que el poder legislativo positivo del Congreso, en tanto su ejercicio no requiere del trámite extenso propio de las leyes, sino de una discusión relativamente ágil entre un número reducido de magistrados, que en muchos casos se limita solo a los cinco del bloque mayoritario.

El doctor Gabriel Bouzat, Profesor Adjunto de Derecho Constitucional en la Universidad de Buenos Aires, dice que “si se llega a la conclusión de que los jueces pueden apelar discrecionalmente al criterio interpretativo que consideren conveniente, de acuerdo a las circunstancias del caso, la argumentación jurídica en materia constitucional carecería de reglas que sirvan para distinguir los razonamientos correctos de los incorrectos. Tendría razón aquellos “realistas” que consideran que el razonamiento jurídico es una mera racionalización que pretende justificar decisiones que los jueces adoptan por motivos personales. Ello traería como consecuencia la distorsión del sistema de separación de poderes, porque se admitiría que los jueces interpreten la Constitución con tanta libertad como para imponer su voluntad a la voluntad del legislador.”

El mismo Pascual Gaviria, ya citado, dice que “la Corte, en los juicios de constitucionalidad enfrenta su propia versión del dilema señalado, en la que se enfrentan dos alternativas radicalmente opuestas: de un lado, la Corte puede tender hacia una posición activista, que subordine el respeto del principio clásico de separación de poderes a la consecución de fines como la protección eficaz de los derechos fundamentales de los individuos, o la limitación de las facultades del Congreso y el ejecutivo para evitar su hipertrofia. De otro lado, la Corte puede asumir una posición pasivista que privilegie la conservación estricta de la separación de poderes mediante una actitud de auto restricción en el ejercicio del control constitucional que permita la declaratoria de inexequibilidad de una ley sólo en casos excepcionales. Por supuesto, el activismo y el pasivismo son dos extremos de un espectro continuo, en el que existen posiciones intermedias. La oposición entre activismo y pasivismo es útil, sin embargo, no sólo porque pone en evidencia la tensión existente en la jurisprudencia de constitucionalidad, sino porque, en últimas, las posiciones intermedias pueden ser siempre calificadas de acuerdo con su mayor cercanía a uno de los extremos.”

En términos generales, para entrar en materia acerca del sistema constitucional de jurisdicción aplicable en Colombia, podemos señalar que existen tres grandes sistemas de jurisdicción constitucional a nivel mundial, que por comodidad pueden ser llamados “americano”, “austriaco” y, “político”.

A. El Sistema Americano: El que existe en Estados Unidos y que se remonta a 1803, cuando el juez John Marshall, señaló que el Tribunal Supremo de la Unión, podía anular o dejar sin efectos una ley inconstitucional. Así se sentó el principio, de que el Poder Judicial, y en consecuencia, cualquier juez, podría anular, dejar sin efecto o desaplicar una ley, si es que se consideraba que la norma se enfrentaba con la Constitución. Este sistema, es el que posee la particularidad de llamarse difuso, incidental y de alcance relativo.

Difuso porque cualquier juez puede conocer de él; incidental, porque el pronunciamiento constitucional se hace a partir de la existencia previa de una cuestión judicial, y de alcance relativo, pues en principio sólo alcanza a las partes.

Este sistema tiene su realización más clásica y conocida en el sistema norteamericano de la judicial review, qué más adelante mencionaremos . Los derechos que aquí se llaman civiles, pueden ser invocados, por vía de acción o de excepción, ante todos los jueces del país, que los protegen frente a cualquier acción del poder, incluso de la ley, que han de inaplicar cuando los desconoce.

B. El Sistema Kelseniano, Austriaco o Europeo: El que se caracteriza por tener órganos especializados, que son llamados tribunales constitucionales, o corte constitucional, o consejo constitucional, todos de muy diversa trayectoria y características. En este modelo, sólo el órgano especializado posee la facultad jurisdiccional, hay acciones directas ante el tribunal sin necesidad de causa o juicio previo (revisiones automáticas), procediendo incluso controles abstractos de constitucionalidad, y por otro lado, los efectos de sus decisiones son generales, es decir, erga omnes, como en el caso de la Corte Constitucional colombiana.

Este sistema está basado en la ley y concibe a la jurisdicción constitucional como un instrumento que asegura al tiempo la división de poderes constitucionalmente establecida y la depuración del ordenamiento, mediante la invalidación de las leyes contrarias a la Constitución; o mejor aún, impidiendo que las leyes así expedidas lleguen a tener vigencia, aplicabilidad o eficacia.

C. El Sistema Político: Es aquel que confía el control o salvaguardia de la constitución, a un órgano esencialmente político, como es el legislativo. Este no es un modelo realmente efectivo, toda vez que es muy difícil pensar que un órgano de esta naturaleza, es decir, esencialmente político, pueda anular por inconstitucionalidad una ley que él mismo ha tramitado.

Generalmente, se sabe que, los dos paradigmas que se utilizan para el análisis comparado de los distintos sistemas reales de la jurisdicción constitucional son el americano y el austriaco; el del Judicial Review y el de la Verfassungsgerichtsbarkeit.

El primero, como forma de control difuso, en el que la decisión judicial no anula la ley, no la expulsa del ordenamiento; simplemente la inaplica en el caso concreto. Frente a él, el modelo europeo, kelseniano o austriaco de control constitucional concentra ésta en un tribunal único, que actúa como legislador negativo. La ley no es juzgada en relación con el caso concreto, sino más con motivo de él, y en el caso de ser considerada contraria a la Constitución, es anulada.

Hoy en día, a lo que se ha llegado, es a que tribunales como la Corte Suprema norteamericana, que en razón de la selección de los asuntos que ella misma hace, es un Tribunal Constitucional, aplique y adopte modos y formas propios de la Verfasungsgerichtsbarkeit, como también ha ocurrido en Colombia. También es sabido que los tribunales europeos, empujados por la necesidad, se han visto forzados, a sustituir el pronunciamiento sobre el precepto por el pronunciamiento sobre la norma, para aproximarse a un estilo de judicial review.
Rubio Llorente, afirma que: “Es innegable que en el modelo de jurisdicción centrado en el control de constitucionalidad de la ley, la jurisdicción constitucional sirve también de instrumento para asegurar los derechos. Pero ésta no es su única utilidad y ni siquiera la principal. El control de constitucionalidad de las leyes protege directamente la división constitucional de los poderes, pero el aseguramiento de los derechos se hace sólo a través de la ley, que sigue siendo considerada en consecuencia la garantía real de los derechos y en cierto modo su fuente real, puesto que frente a ella nada pueden ni el ciudadano ni el juez. En el otro modelo, el que se articula en función de los derechos, por el contrario, éstos dimanan a todos los efectos directamente de la Constitución, tanto para el ciudadano como para el juez y el control de constitucionalidad de la ley es un medio entre otros, aunque el más importante, para garantizar su disfrute.”

Hay también unos tipos de controles dentro del control de constitucionalidad, que se usan más que todo en proceso de constitucionalidad español, de acuerdo con los preceptos de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional LOTC # 2 de octubre 3 de 1979 y que se compone de los siguientes ocho títulos: Del Tribunal Constitucional; De los procedimientos de declaración de inconstitucionalidad; Del recurso de amparo constitucional; De los conflictos constitucionales; De la impugnación de disposiciones sin fuerza de Ley y resoluciones de las Comunidades Autónomas prevista en el artículo 161.2 de la Constitución; De la declaración sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales; De las disposiciones comunes sobre procedimiento y Del personal al servicio del Tribunal Constitucional.

Esos tipos de control de constitucionalidad derivados del control español, son el control de razonabilidad, el control de suficiencia y el control de coherencia, como lo manifestara el catedrático español de derecho constitucional Javier Jiménez Campo, en su estudio titulado “Sobre la Cuestión de Inconstitucionalidad”

A. Control de Razonabilidad: La relevancia de la norma cuestionada debe ser premisa para la decisión en el tribunal constitucional, en primer lugar, en el contexto concreto de las pretensiones y, desde esa perspectiva, a tribunal le cabe sólo un control de razonabilidad, examen cuyas conclusiones serán favorables a la viabilidad del proceso constitucional siempre que no resulte patente la inconsistencia del razonamiento que lleva al órgano judicial a individualizar cierta regla legal como norma de la decisión.

B. Control de Suficiencia: Con este tipo de control de suficiencia de la motivación de la sentencia en España, se busca asegurar una responsable vigilancia del juzgador a quo sobre los presupuestos e la cuestión de inconstitucionalidad que promueve. No es otra cosa, para el caso español, que preservar el artículo 35.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional LOTC
 que la cuestión de inconstitucionalidad sólo podrá ser planteada “una vez concluso el procedimiento y dentro del plazo para dictar sentencia”
.

C. Control de Coherencia: La necesaria coherencia entre el alcance de la cuestión de inconstitucionalidad promovida y el ámbito correspondiente del proceso debe ser hecha valer por el Tribunal Constitucional. En España, la fundamentación de este control, está en la Sentencia del Tribunal Constitucional STC 166/86/6, que dice: “Corresponde (...) A este Tribunal revisar la adecuación y consistencia del principio de relevancia y dado que la cuestión de inconstitucionalidad se suscita en el seno de un concreto y determinado proceso, dicha revisión tiene necesariamente que realizarse partiendo de la naturaleza y ámbito objetivo de ese proceso, pues la interdependencia que existe entre pretensión procesal, proceso y resolución judicial hace que el sentido y alcance de ésta vengan siempre determinados y condicionados por la clase de proceso en que se produce y por el contenido y finalidad de la pretensión que en el mismo se ejercita.”

FUNDAMENTOS DEL CONTROL JURISDICCIONAL DE

CONSTITUCIONALIDAD EN COLOMBIA, ANTES DE 1991.
Se ha hablado que el Derecho Constitucional es la rama del Derecho Público Nacional que tiene por objeto estudiar las normas que se refieren a la estructura del Estado, a la organización y competencia de los poderes del gobierno y a los derechos, garantías y obligaciones individuales, así como las instituciones que los  garantizan.

En general, se podría decir que la idea del derecho constitucional es compartida por la mayoría de los tratadistas mundiales, notándose también una tendencia a ponderar la mayor significación que tienen en su ámbito las instituciones políticas como fuerzas determinantes del control constitucional. Es la conceptualización  moderna del  derecho constitucional, definida por Duverger  como "aquella rama del Derecho Público que reglamenta la organización y funcionamiento de las instituciones políticas del Estado" 
, la que da vida a la función del control jurisdiccional de constitucionalidad, ejercida ahora en nuestro medio por la Corte Constitucional, que tiene en razón de su origen y supremacía, vigilar y servir como guardiana de la norma de normas del Estado colombiano, la Constitución Nacional.

A la voz del constitucionalista Luis Carlos Sáchica , la defensa de la Constitución se plantea en un doble frente:

"-De una parte, ante las fuerzas enemigas, subversivas o revolucionarias que aspiran a cambiar o retrotraer el sistema implantado, problema jurídico que se resuelve jurídicamente con los llamados estados de excepción..., que permiten estabilizar el sistema ya con la suspensión de algunas garantías constitucionales, ora con el ensanchamiento de los poderes ordinarios del Estado, o la aplicación de una legalidad marcial represiva".

"-De otro lado, en el orden estrictamente jurídico, en tanto se procura la eliminación de las posibles incongruencias que puedan presentarse en el orden normativo. Esto es, la adopción de los mecanismos correctivos que permitan invalidar las normas producidas irregularmente, no conformes con las prescripciones constitucionales, cuya prevalencia es esencial para el funcionamiento del sistema"

Pero, el origen del control constitucional en el mundo, como jurisdicción, busca proteger el orden constitucional establecido y, el primer ejemplo de aplicación de este sistema se presentó en los Estados Unidos de América, donde sin que esté expresamente consagrado en el texto constitucional, se han aplicado dos preceptos conocidos como el judicial review  o control judicial de constitucionalidad y la supremacía de la Constitución sobre todas las leyes estatales y federales.

El sistema de control constitucional americano, nació de la creencia que tenían los tribunales, de que su competencia en estas materias se encontraba ligada a su función jurisdiccional. El primer caso en el cual se aplicó y, el que más hemos oído nombrar los abogados, fue en el leading case "Marbury Vs. Madison", el célebre fallo de 1803 proferido por el juez John Marshall de la Suprema Corte Americana. En esta sentencia, considerada como la más famosa jurisprudencia constitucional norteamericana, el juez Marshall, estableció el criterio de la interpretación judicial de la Carta, en contra del sistema político de interpretación, según el cual el Congreso podía "señalar sus propios límites de actuación y decidir hasta donde iban sus competencias con respecto a la Constitución."
La Corte en este evento, determinó la inaplicabilidad de una ley federal por considerarla contraria a la Constitución de los Estados Unidos de América, como ya lo citamos en este capítulo.

La providencia de Marshall igualmente puntualizó: "Los poderes de la legislatura son definidos y limitados; y para que estos límites no sean confundidos ni olvidados, la Constitución es escrita."

La lógica argumentativa de la sentencia de Marshall, según el Profesor Gabriel Bouzat, era la siguiente: 1) la función del poder judicial es la de aplicar el derecho, 2) la Constitución es la ley suprema de la Nación, 3) por consiguiente, los jueces deben aplicar la Constitución, 4) es por eso que si los jueces determinan que una ley contradice a la Constitución, la deben declarar inconstitucional. De acuerdo con este razonamiento, el control de constitucionalidad de las leyes forma parte de la función institucional del poder judicial de resolver los casos concretos aplicando las normas jurídicas.

La sentencia del juez Marshall en "Marbury Vs. Madison" tuvo entonces como consecuencia, otorgar el control de la constitucionalidad de las leyes a todos los tribunales de los Estados Unidos; esta determinación obtuvo eco importante aunque contó con amplia resistencia de los legisladores y gobernantes de su tiempo y generó bastante controversia jurídica durante muchos años, hasta que se admitió finalmente el principio, habiendo que esperar hasta 1857 para que la Suprema Corte volviera a considerar inconstitucional una ley del Congreso. Este sistema que se presenta como antecedente para mostrar lo que es el control de constitucionalidad en Colombia, el cual es al que los tratadistas franceses bautizaron como "el gobierno de los jueces". En tal virtud, la rama jurisdiccional de cada Estado debe dentro de él velar por la integridad de la Norma Superior, de acuerdo con el principio stare decisis, según el cual, se confiere a la jurisprudencia el valor de precedente para solucionar casos ulteriores.

El ya citado Profesor Gabriel Bouzat, ha dicho que “se debe tener en cuenta que la llamada “lógica de Marshall” no es un razonamiento estrictamente lógico, ya que presupone valoraciones políticas. De la función institucional que cumplen los jueces no se puede derivar lógicamente la facultad de declarar la inconstitucionalidad de las leyes. La función institucional que cumplen los jueces depende del diseño constitucional adoptado. Los ejemplos de Francia y Gran Bretaña muestran que los jueces pueden cumplir su función institucional sin estar autorizados para declarar la inconstitucionalidad de las leyes.”

Y antes de detenernos en el caso colombiano, lo más apropiado es definir  el control constitucional, que a la voz del Ex Embajador Enrique Gaviria Liévano , "consiste en la facultad que tiene un determinado órgano del poder público para velar por la guarda e integridad de la Constitución Nacional" y él mismo expresa que "el fenómeno del control jurisdiccional o constitucional sólo existe en aquellos Estados en donde se acepta la llamada superlegalidad de la Constitución, es decir, en aquellos sistemas en que prima la Constitución sobre las leyes ordinarias" 

Por su parte, Lowenstein
, sostiene que el control de constitucionalidad, es “esencialmente un control político y cuando se impone frente a los otros detentadores del poder es, en realidad, una decisión política. Cuando los tribunales proclaman y defienden su derecho de control, dejan de ser meros órganos encargados de ejecutar la decisión política y se convierten por su propio derecho en detentadores semejantes, cuando no superiores a los otros detentadores del poder instituido”.

Quiere decir esto que para interpretar la Constitución, los jueces deben efectuar una labor de determinación, precisión interpretativa y reconstrucción del sentido y alcance de las normas constitucionales aplicables al caso.

En suma, el control constitucional lo que debe buscar es conservar la intangibilidad de la constitución como marco legal superior de la acción de los gobernantes, es decir, como instrumento para limitar el ejercicio del poder político, “en contra de quienes pretenden circunscibirlo a una actividad en puro derecho”

Pues bien, es de esa jerarquía de normas y de la supremacía que se reconoce a la Constitución sobre las leyes ordinarias, de donde nace el control jurisdiccional de constitucionalidad. Esa superlegalidad de la Constitución sobre las leyes, se acepta en Colombia luego de expedido el acto legislativo número tres de 1910. Hasta ese año sólo existía un control preventivo sobre los proyectos de ley, consistente en el veto suspensivo u objeción presidencial para negar la sanción.

Claro que en Colombia se comenzó a aplicar la tesis de la supremacía y defensa de la Carta en algunas de las constituciones provinciales anteriores a la de 1886, que establecían controles de tipo político, radicados en las cámaras legislativas, las que desafortunadamente no ejercieron eficazmente su misión, aunque se les confiaba la interpretación de las leyes para adecuarlas a la Ley Fundamental.

Ese control "político y antijudicial" como lo denomina el profesor Juan Manuel Charry
, se consagró en las siguientes constituciones provinciales de Colombia durante la época de la independencia: La Constitución de Cundinamarca, promulgada el 4 de abril de 1811, en la que en su artículo 4°  se lee “el objetivo primitivo de este Senado es velar sobre el cumplimiento exacto de esta Constitución e impedir que se atropellen los derechos imprescriptibles del pueblo y del ciudadano”; luego vendría la Constitución de Antioquia del 21 de marzo de 1812; la Constitución de Cartagena del 15 de junio de 1812, la reforma a la Carta de Cundinamarca del 18 de julio de 1812; la Constitución de Mariquita del 21 de junio de 1815, las Constituciones de Antioquia del 10 de julio de 1815 , la de Neiva del 31 de agosto de 1815 y ,también en la Carta de Tunja del 9 de diciembre de 1811, que establece en el artículo 18 del Capítulo Segundo , lo siguiente: "Puede el Senado, sin que preceda acusación o denuncio de la Cámara de Representantes, pedir al Gobernador o Teniente Gobernador razón de cualquier decreto, orden, o determinación que se juzgue por las tres quintas partes de sus miembros, ser contra la Constitución o perjudicial a la causa pública. En caso de que no se dé una razón satisfactoria, podrá el Senado prevenir a cualquiera de los dos que suspenda su determinación"

Posteriormente ya vinieron las Constituciones con carácter nacional, como la Carta de Cúcuta del 30 de agosto de 1821; la Constitución del 29 de agosto de 1830; la Ley Fundamental del 29 de febrero de 1832 , la Constitución del 20 de abril de 1843 y la del 20 de mayo de 1853, que conservaron la teoría antijudicialista de la soberanía parlamentaria en lo referente al control de la Constitución.

El artículo 189 de la Constitución de 1821 encargó al Congreso la interpretación y resolución de las dudas que pudieran nacer sobre la aplicación de la Carta, al decir:

“El Congreso podrá resolver cualquiera duda que ocurra sobre la inteligencia de algunos artículos de esta Constitución”.

Sin embargo, en el artículo 188 se condicionaría la validez de las normas anteriores a la Constitución cuando directa o indirectamente no estuvieran en oposición con ella, marcando así un importante paso en cuanto al poder de supremacía de la Carta. Ese artículo decía así:

“Se declaran en su fuerza y vigor las leyes que hasta aquí han regido en todas las materias y puntos que directa o indirectamente no se opongan a esta Constitución ni a los decretos y a las leyes que expidiera el Congreso.”

En la Carta de 1830 se estableció que “El poder ejecutivo no puede presenta proyectos de ley para la resolución de dudas que ocurran sobre la inteligencia de alguno o algunos artículos de esta Constitución, ni sobre su reforma; pero puede hacer indicaciones en uno u otro caso.”

También se limitó el poder de reforma del Congreso, imponiendo una restricción frente al Gobierno, e cual tenía en forma perpetua un carácter republicano, popular, representativo, alternativo y responsable.

En 1832 fue promulgada la Constitución de la Nueva Granada, que en materia de control, invistió al Congreso con poderes absolutos para interpretar las normas fundamentales, e igualmente lo facultó para resolver las dudas que surgieran de la aplicación de las leyes, aunque esa fórmula tuvo que ser eliminada en la Carta de 1843.

Por su parte, la Constitución centro-federal de 1853, trajo consigo nuevos poderes con respecto al control constitucional, creando la objeción presidencial por motivos de inconstitucionalidad, para los proyectos de Ley enviados para su sanción por el Congreso.

Más adelante se originó una nueva tesis dentro de las Constituciones, la cual se denominó "judicialismo", según la cual, se permitía al poder judicial ejercer junto con el legislativo, el control constitucional de las leyes, aunque con un carácter no tan amplio como se consagra hoy día, pues prevaleció la voluntad parlamentaria para decidir sobre la constitucionalidad de los actos de las legislaturas que hubiera suspendido la Corte Suprema de Justicia u objetado el Ejecutivo. Fue así como con la Constitución de la Confederación Granadina, promulgada el 22 de mayo de 1858, se dio un primer paso para el desplazamiento de competencias del control constitucional al poder judicial. Luego vino la Constitución del 8 de mayo de 1863 y años más tarde, la del 4 de agosto de 1886, que nos rigió hasta el 4 de julio de 1991.

En la Carta de 1886, se adoptó en principio, un mecanismo previo de control constitucional en cabeza del Ejecutivo respecto de los proyectos de ley, lo que desde entonces se conoce como de "objeciones presidenciales", cuando eran enviadas las leyes aprobadas por el Congreso para sanción ejecutiva, estableciéndose con ello, una especie de control político que en cierta forma servía para vetar las futuras leyes hasta tanto no se subsanasen las deficiencias que observara el Presidente con respecto a la Constitución.

En este caso, si las cámaras legislativas insistieren en su sanción, el proyecto de ley, pasaba luego a consideración de la Corte Suprema de Justicia, para que ella, dentro del término de seis días, decidiera sobre su exequibilidad y, en caso de que el fallo de la Corte fuese afirmativo, el Presidente era obligado a sancionar la ley, pero si era negativo, se archivaba el proyecto.

Luego, en 1887, se expidió la Ley 57, que en su artículo 5° expresó: "Cuando haya incompatibilidad entre una disposición constitucional y una legal, preferirá aquella", pero como esta disposición  no duró mucho tiempo, se expidió la Ley 153 de 1887 que consagró en su artículo 6° lo siguiente: "Una disposición expresa de la ley posterior a la Constitución se reputa constitucional y se aplicará aún cuando parezca contraria a la Constitución", ratificando el poder absoluto del Congreso sobre la constitución. Al respecto, el profesor Charry hace referencia a un concepto emitido por el constitucionalista Luis Carlos Sáchica, cuando dijo: "Se incurrió en el error de confundir al constituyente con el legislador y a la ley con la Constitución." 

Y, finalmente, antes de llegar a lo que fue el Acto Legislativo de 1910, la Ley 2 de 1904 consagró lo que fue la base para el establecimiento del control jurisdiccional de constitucionalidad así: "Artículo Segundo. La Corte Suprema de Justicia, a solicitud de cualquier ciudadano y previa audiencia del Procurador General de la Nación, decidirá definitivamente en Sala de Acuerdo, sobre la validez o nulidad de los decretos legislativos, de conformidad con el artículo anterior y con lo dispuesto en la Constitución Nacional sobre la materia".

Luego de los anteriores antecedentes, podemos detenernos en lo que fue el control constitucional de 1910 hasta antes de la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, ya que con el cambio de siglo, la teoría clásica de Montesquieu, perdió esa rigidez que la había caracterizado desde sus comienzos, para evolucionar hacia los sistemas armónicos o colaboracionistas, donde los poderes del Estado entrarían a la teoría de los pesos y contrapesos.

En el ampliamente mencionado Acto Legislativo #3 de 1910 se expresó: "A la Corte Suprema de Justicia se le confía la guarda de la integridad de la Constitución, en consecuencia, además de las facultades que le confieren ésta y las leyes, tendrá la siguiente: decidir definitivamente sobre la inexequibilidad de los actos legislativos que hayan sido objetados como inconstitucionales por el gobierno, o sobre todas las leyes o decretos acusados ante ella por cualquier ciudadano como inconstitucionales, previa audiencia del Procurador General de la Nación."

Este control, además tuvo sustento en los artículos 2, 10, 214 y 215 de la Carta de 1886, que a la letra decían:

"Artículo 2. La Soberanía reside esencial y exclusivamente en la Nación, y de ella emana los poderes públicos que se ejercerán en los términos que esta Constitución establece.

Artículo 10. Es deber de todos los nacionales y extranjeros en Colombia, vivir sometidos a la Constitución y a las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.

Artículo 214. A la Corte suprema de Justicia se le confía la guarda de la integridad de la Constitución. En consecuencia, además de las facultades que le confieren ésta y las leyes, tendrá las siguientes:

1. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados por el gobierno como inconstitucionales, tanto por su contenido material, como por vicios de procedimiento en su formación.

2. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de todas las leyes y decretos dictados por el gobierno en ejercicio de las atribuciones de que tratan los artículos 76, ordinales 11, 12 y 80 de la Constitución Nacional, cuando fueren acusados ante ella de inconstitucionalidad por cualquier ciudadano.
En las acciones de inexequibilidad deberá intervenir siempre el Procurador General de la Nación en los casos de los artículos 121 y 122, cualquier ciudadano puede intervenir para defender o impugnar la constitucionalidad de los decretos a que ellos se refieren.

La Corte Suprema de Justicia cumplirá estas funciones en Sala Plena previo estudio de la Sala Constitucional compuesta por Magistrados especialistas en Derecho Público.

El Procurador General de la Nación y la Sala Constitucional dispondrán cada uno, de un término de 30 días para rendir concepto y ponencia, y la Corte Suprema de Justicia de sesenta días para decidir. El incumplimiento de los términos es causal de mala conducta que será sancionada conforme a la ley.

Artículo 215. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley, se aplicarán de preferencia las disposiciones constitucionales."

El artículo 216, correspondía era al control ejercido por el Consejo de Estado en algunos muy precisos asuntos de inconstitucionalidad, y decía así:

"Artículo 216. Corresponde a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo conocer de las acusaciones por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el gobierno, cuando no sean de los expedidos en ejercicio de las facultades de que tratan los artículos 76, ords. 11 y 12, 80, 121 y 122 de la Constitución." 

En Colombia, la Corte Suprema de Justicia fue la encargada de decidir sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes. El gobierno nacional había incorporado, dentro del proyecto reformatorio de la Constitución en 1975, la creación de la Corte Constitucional, pero al perfeccionar el acuerdo en torno a la enmienda legislativa por parte de las dos colectividades políticas que conformaban el gobierno, se excluyó la creación de este órgano constitucional.

De todos modos corresponde justamente a Colombia el honor de haber sido el primer Estado que le dio toda la importancia que merece al control constitucional de las leyes, confiriéndole en principio, a la Corte Suprema de Justicia la atribución de decidir, en definitiva, sobre la exequibilidad de los actos legislativos que hubieren sido objetados por el gobierno como inconstitucionales (artículo 151 de la Constitución de 1886); pero lo más digno de notar, es que no se limitó a ese medio de control, de suyo tan importante, sino que en la reforma de la Carta que se efectuó en 1910, se precisó definitivamente el Control Constitucional de las leyes, al hacerlo operativo por vía de acción, como se aprecia con la simple lectura del artículo 41 de esa enmienda, y como si ello no fuera suficiente, por el artículo 215 de la Carta, quedó consagrado, también, el control constitucional de las leyes por vía de excepción, de acuerdo con el sistema norteamericano, ya citado.

No obstante la claridad que se advierte en la redacción del artículo 151 de la Carta de 1886, es pertinente, al respecto, referirnos al concepto del tratadista Luis Carlos Sáchica, cuando dijo:

“Tampoco quedan sujetos al control de la Corte Suprema de Justicia, los decretos meramente ejecutivos, a través de los cuales desarrolla el gobierno la administración, ni los decretos reglamentarios, mediante los cuales el gobierno desarrolla, precisa y hace viables las leyes que debe realizar como rama ejecutiva del poder. Analizando la naturaleza de los actos sometidos al control de la Corte y la de los no excluidos, se advierte que sólo lo están los que son leyes en el sentido material y no puramente formal, puesto que las cuatro clases de decretos comprendidos en el artículo 214, a pesar de ser formalmente sólo decretos, son verdaderas leyes por su contenido, por su generalidad y por la fuerza y vigencia que los equiparan a estas, teniendo en cuenta sus notas esenciales. No son leyes en cuanto a la forma, el origen y al procedimiento seguido para su adopción, puesto que su denominación es distinta, no se originan en el Congreso ni se tramita su expedición como las leyes. Pero implican, en el fondo, una delegación de la función legislativa hecha por el Congreso en el Ejecutivo, al conceder autorizaciones especiales en el primer caso; al revestir o investir temporalmente de facultades extraordinarias, en el segundo; al ampliar los medios de acción del ejecutivo, en el caso del estado de sitio; en el de emergencia económica y social, y en el de implantación de planes de desarrollo por decreto con fuerza de ley.”

“En cambio, los decretos reglamentarios y ejecutivos son apenas formal y materialmente meros decretos, actos de la administración condicionados en su validez a su concordancia con las normas superiores; la Constitución, las leyes vigentes, normas de grado superior cuya ejecución o reglamentación realizan. Por consiguiente, no pueden violar directamente la Constitución sino la ley, por lo cual el control de su constitucionalidad está atribuido al Consejo de Estado (artículo 216 de la Carta de 1886)”.

Fuera de las atribuciones precisas que la Constitución anterior le confería a la Corte Suprema de Justicia, aún permanece vigente la facultad de los jueces para declarar que determinada norma legal que viola la ley superior de la República, pueda ser inaplicada por vía de excepción para el caso concreto.

La diferencia principal entre los dos conceptos consiste en que el primero (inexequibilidad declarada por la Corte) produce efectos erga omnes, mientras que el segundo (excepción de inconstitucionalidad en litis entre particulares) sólo produce efecto inter partes y únicamente dentro del caso sub judice.

La Carta de 1886, al igual que las que le antecedieron y citamos aquí, no proclamaron expresamente un nivel de sumisión a las normas del derecho internacional y tampoco se encuentra un reconocimiento positivo de su valor o norma que les otorgue rango formal en la jerarquía de las que integran el ordenamiento jurídico colombiano.

En cuanto a las leyes aprobatorias de los tratados públicos internacionales, la Corte Suprema de Justicia desde 1914 hasta 1985, por vía de la jurisprudencia, exceptuó de control a esta clase de leyes, pues consideraba su gran mayoría de integrantes, que carecía de absoluta competencia para conocer de su constitucionalidad, aunque al respecto se produjeron varias tesis:

-Tesis de la Incompetencia Absoluta:

Fue una teoría que se acogió en el seno de la Corte Suprema de Justicia desde el 6 de julio de 1914, fecha en la cual se expidió la Sentencia que revisó la Ley 14 de 1914, que aprobó el Tratado Urrutia Olano-Thomson, por medio del cual, la República de Colombia reconocía la independencia de Panamá.

Según esta teoría, la Corte Suprema de Justicia consideraba que carecía de competencia para conocer de la constitucionalidad de una ley aprobatoria de un tratado público, con base en que el tratado es un acto jurídico complejo, del cual forma parte integrante la ley que lo aprueba, así que juzgarlas implicaba revisar también el tratado y esta competencia no le estaba adscrita por el estatuto constitucional a la Corte Suprema de Justicia ni a ningún otro tribunal nacional, por tanto, un pronunciamiento sobre su constitucionalidad equivaldría a interferir la Corte en la formación de los tratados, competencia que no le pertenecía, toda vez que la dirección de las relaciones internacionales del Estado se encuentra en cabeza del Presidente de la República, condicionada exclusivamente a la ratificación de los tratados por parte del Congreso, y conduciría a la violación por la misma Corte, de la integridad del estatuto, al adscribirse asuntos que según la Norma Superior de 1886 le estaban asignados a otros poderes.

Y, además, la ley aprobatoria de un tratado público internacional, es de naturaleza jurídica diferente y posee características bien distintas que no permiten su equivalencia con las leyes ordinarias para someterlas al control jurisdiccional de constitucionalidad, porque una declaratoria de inexequibilidad de una ley aprobatoria, comprometería "la buena fe, la seguridad y la estabilidad de las relaciones internacionales, así como el honor y la dignidad de la nación."
, y, la ley aprobatoria de un tratado público es un acto de control político que realiza el Congreso, razón por la cual no hay lugar a control jurisdiccional de constitucionalidad.

-Tesis de la Competencia Intermedia o Temporal.

Luego de emitido un pronunciamiento de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia el 6 de junio de 1985, en relación con una demanda contra la Ley 27 de 1980 aprobatoria del Tratado de Extradición entre Colombia y los Estados Unidos de América, se estructuró ésta tesis, a partir de la distinción entre el perfeccionamiento del tratado en los ámbitos nacional e internacional para sobre esa base determinar el orden jurídico que regula su validez y vigencia.

Esta tesis intermedia o temporal de competencia, fue liderada por el Magistrado Manuel Gaona Cruz, quien explicaba así su validez: 

"El propósito esencial de esta tesis que está de acuerdo con el orden constitucional e internacional a la vez, es el de lograr la evidente institucionalización jurisprudencial de un Control Previo de Exequibilidad sobre tratados, aceptable aún frente al derecho internacional, consistente en que cuando un ciudadano demande una ley de aquéllas, la Corte adquiere ipso-iure la competencia de pronunciamiento de fondo sobre su exequibilidad, sin perjuicio de que al momento del fallo se haya perfeccionado o no dicho tratado, pues la sola demanda oportuna impide el sellamiento de compromiso internacional; no es que lo rompa, sino que lo enerva, bien para aplazarlo o bien para no dejarlo nacer." 

En síntesis, las acciones contra leyes aprobatorias de tratados internacionales son atendibles y provocan fallo de mérito cuando aquéllas se ejercen con antelación al momento de perfeccionar el tratado-ley, pero no después de tal evento, pues se quebraría la seguridad jurídica del Estado. Quiere decir esto, que sólo procederían acciones cuando los tratados no han trascendido al ámbito internacional y ostentan aún el carácter común de norma de derecho público interno y antes de que los tratados entren en pleno vigor o adquieran validez plena, nacional e internacional, lo cual sólo se logra como consecuencia de la formalización efectiva del canje de notas o del depósito de instrumentos de ratificación o adhesión y no antes.

Se afirmaba igualmente en esta tesis, que la competencia nacional de juzgamiento se pierde después de perfeccionado el tratado-ley ya que a partir de ese momento el acto se sale del mero ámbito del derecho interno, anotando además Gaona Cruz, que "se desnacionaliza, cambia de juez, se convierte en sello jurídico complejo y completo del compromiso estatal frente a los demás estados o a las instituciones internacionales, trasciende al derecho internacional y se torna indesatable por la jurisdicción nacional. Así ésta sea de constitucionalidad."

E igualmente, lo que sucediera con antelación al perfeccionamiento del tratado-ley se regiría conforme al fuero y al ordenamiento interno, pues "mientras no se haya agotado el trámite o la oportunidad que tiene el orden jurídico nacional respecto del tratado no perfeccionado, de retenerlo, de no aprobarlo, de reservarlo, de controlar la constitucionalidad de la norma que lo valide, o hasta de no ratificarlo, no es del resorte del derecho internacional." 
 . Tanto es así que durante ese interregno el acto no es denunciable ante las instituciones internacionales por cuanto no ha nacido a la vida jurídica como tratado-ley.

-Tesis de la Competencia Intemporal para conocer de la Ley aprobatoria de un Tratado internacional por Vicios de Forma.

Esta tercera teoría fue abanderada por el desaparecido Magistrado antioqueño Jairo Duque Pérez (q.e.p.d.), en su ponencia aprobada por la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, al resolver una nueva demanda presentada contra la Ley 27 de 1980 (Aprobatoria del Tratado de Extradición entre Colombia y los Estados Unidos de América), esta vez, declarando su inexequibilidad por haberse incurrido en un vicio de procedimiento en su formación, consistente en que la sanción de la ley fue impartida por el ministro delegatario de ese entonces, doctor Germán Zea Hernández  al que no se había encargado esa función, y no por el Presidente de la República Julio César Turbay Ayala, ya que esa competencia la ostenta es el Jefe del Estado y no puede nunca ser transferible.

En esta ocasión, la Corte Suprema de Justicia afirmó su competencia para conocer en cualquier tiempo de las demandas de inexequibilidad que por la vía de la acción pública se intenten contra las leyes aprobatorias de tratados internacionales cuando la acusación se fundamente en vicios de trámite en la formación de la ley. Esta tesis fue también interpretada así: Se estimó que la competencia de la Corte Suprema de Justicia estaba determinada por una doble condicionalidad: la relativa al aspecto temporal y la referida a los motivos de inconstitucionalidad. Con base en tales elementos, el  ya fallecido Magistrado Ciro Angarita Barón analizó la jurisprudencia de ese entonces y distinguió tres hipótesis claramente diferenciadas por los efectos sobre la competencia de la Corte Suprema de Justicia, las cuales fueron resumidas de la siguiente manera:

"A. Aún después del Canje de Ratificaciones, la Corporación tiene competencia para decidir sobre la constitucionalidad de una ley aprobatoria de un tratado internacional cuando las razones por las cuales se acusa son de carácter formal o procedimental, por considerarse que en ese evento la ley es separable del tratado.

B. Antes del Canje de Ratificaciones o del Depósito de los Instrumentos respectivos es competente para decidir la exequibilidad de las leyes aprobatorias, tanto por vicios de fondo como por aspectos formales así como respecto del contenido normativo del instrumento en vías de perfeccionamiento, por tratarse de un acto que pertenece a la órbita del derecho nacional.

C. Después de que el Tratado se haya perfeccionado, y por ende, haya entrado a producir la plenitud de su efectos en el ámbito internacional, carece de competencia para pronunciarse respecto de la materia misma del tratado por haber trascendido dicho acto jurídico la esfera de competencia de las autoridades nacionales".

-Tesis de la Competencia Plena e Intemporal.

De esta tesis se tomó principalmente el argumento según el cual no le era dable exceptuar a la Corte Suprema de Justicia de ella por la vía jurisprudencial  actos que por su naturaleza, correspondían al género de aquellos cuyo conocimiento le atribuía el artículo 214 de la Constitución de 1886, y que, en todo caso, caían bajo su competencia, por haberle confiado el constituyente la guarda de la integridad y supremacía de la Carta.

Los integrantes de la Corte Suprema de Justicia apoyaron la tesis que postulaba la competencia absoluta de la Corte, para en todo momento conocer de la inexequibilidad de una ley aprobatoria de un tratado público internacional, basados en que cuando se establecía dentro de sus competencias conocer de "todas las leyes" y dentro de esa denominación estaban incluidas las aprobatorias de tratados, por tanto, sujetas al control jurisdiccional de constitucionalidad.

Lo anterior se reafirmó en la siguiente posición: "...Es verdad que a la Corte no le está atribuido conocer de las acciones relativas a los tratados públicos, pero también lo es que sí conoce de los actos aprobatorios de los tratados, pues estos deben ser autorizados por leyes según lo previsto en la Constitución Política, y a la Corte corresponde decidir sobre la exequibilidad de todas las leyes."

Por tal razón, excluir a las leyes aprobatorias de los tratados públicos internacionales del control  jurisdiccional de constitucionalidad, equivaldría a subordinar el derecho interno al derecho internacional, ya que en el ordenamiento constitucional que nos regía antes de 1991, no podía existir ley alguna que se escapara del control jurisdiccional de constitucionalidad, pues por consagrarlo así la Carta de 1886 en su artículo 214, todas las leyes estaban sujetas a la vigilancia de la Corte Suprema de Justicia, por tanto resultaría en pugna con este principio de control total de constitucionalidad, excluir de la vigilancia judicial de la Corte, actos que sin texto constitucional que lo disponga, se consideren propios del orden internacional sujetos únicamente a este ordenamiento, dándose preferencia al derecho internacional sobre el derecho interno, y vale anotar lo que se manifestó en el Salvamento de Voto a la Sentencia del 12 de febrero de 1987: 
"Nuestro ordenamiento constitucional no le ha dado al tratado un rango superior al de la ley ni ha dispuesto que por ser institución internacional es impugnable únicamente por los medios que este ordenamiento establece".

"La superioridad del derecho internacional sobre el nacional si conveniente para asegurar la estabilidad de las relaciones de los Estados concertadas sobre materias de común interés, sólo opera en la medida en que la Constitución lo establezca ya que en su ordenamiento se contiene la base de la organización política del Estado y a ella necesariamente deben subordinarse todos los poderes que por ser soberanos no admiten que ninguno se le superponga. Sólo la CONSTITUCION máxima expresión de esa soberanía y "afirmación de la voluntad de un pueblo de vivir organizado como Estado", puede estatuir en qué medida la ley nacional se subordina a normas supranacionales."

Cuando analicemos el control jurisdiccional de constitucionalidad después de 1991, podremos presentar la tesis de la competencia plena e intemporal, como uno de los argumentos bandera para que la Corte Constitucional pudiera determinar que la supremacía de la Constitución esta por encima de todo y no acepte declarar inconstitucionales los tratados internacionales o las leyes que los aprueban cuando vayan en contra del Estatuto Superior, ya que el control constitucional es un presupuesto institucional que asegura la efectividad y garantiza la plena vigencia de los principios del Estado de Derecho.

Además, es importante en este punto de la competencia plena e intemporal que tenía la Corte Suprema de Justicia para conocer de las leyes aprobatorias de los tratados públicos internacionales, manifestar que a este Alto Tribunal no le era dado, como tampoco debe dársele la oportunidad a la Corte Constitucional, de abstenerse o inhibirse de emitir un pronunciamiento definitivo y de fondo, sino cuando la ley o el decreto a estudiarse hubiere perdido su vigencia, que es lo que se conoce como "el magisterio moral de la Corte".

Este argumento del magisterio moral de la Corte, fue sostenido, en su momento, por el Magistrado Luis Sarmiento Buitrago, cuando expresó: "... 10. La Corte no puede pronunciarse por vía de consejos o a manera de concepto porque ésta no es su función; si encuentra violación de la Carta, es su obligación declararlo sin reticencias."

Y, en cuanto al criterio de la intemporalidad, opinó en su época la Corte Suprema de Justicia, que esa Corporación tenía en forma intemporal, sin ningún límite, competencia plena para conocer en todo tiempo de la constitucionalidad de las leyes aprobatorias de los tratados públicos internacionales, dado que tanto en el ámbito interno como en el internacional, el tratado cobra existencia jurídica, en virtud de una ley que expida el Congreso Nacional. En su entender, el canje de ratificaciones no es un determinante de la existencia jurídica del tratado (lo cual se sostiene en las tesis anteriores), concluyendo que el tratado como acto jurídico internacional, tiene tal carácter desde que adquiere la aprobación en virtud de la ley del Congreso.

Estas fueron entonces las cuatro tesis sostenidas de 1914 a 1991 por la Corte Suprema de Justicia, que tuvo bajo su tutela desde 1910 el cumplir con una muy precisa función constitucional, como era la de velar por la guarda, integridad y supremacía de la Constitución Nacional, más allá de las demás competencias de los órganos constituidos a los cuales obligaba por virtud de la supremacía del Estatuto Superior que era su razón de ser.

EL CONTROL JURISDICCIONAL DE CONSTITUCIONALIDAD 

DESDE 1992 EN COLOMBIA

Como se observó en el numeral anterior, el control jurisdiccional de constitucionalidad en Colombia, estuvo a cargo de la Corte Suprema de Justicia desde 1914 hasta 1991, fecha en la cual cesó en sus funciones la Sala Constitucional de ese Alto Tribunal, creada en ejercicio de autorización especial conferida por el artículo 76, literal e), del Acto Legislativo Número Uno de 1968, reglamentado por el Decreto 432 de 1969.

La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, estuvo integrada por especialistas en derecho público, y fue un aporte importante en la sustanciación de los procesos de control constitucional, ya que especializó y separó el estudio de los negocios constitucionales dentro de la Corte de Casación, aunque los magistrados que integraban las Salas Civil, Laboral y Penal, realizaban valiosos aportes a las normas asignadas a su control.

Precisamente, los últimos Magistrados que integraron la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, de la que mi Padre, el doctor Hernán A. Olano Correa fuera su Secretario General en 1988, fueron Pablo Julio Cáceres Corrales, Pedro Augusto Escobar Trujillo, Rafael Méndez Arango, Fabio Morón Díaz, Jaime Sanín Greiffenstein, Simón Rodríguez Rodríguez y, por encargo dentro de la transición hacia la Corte Constitucional, los doctores Julio César Ortiz Gutiérrez, Luz Elena Botero Saldarriaga y María Cristina Rozo de Chahín, éstas últimas, del reducido y casi nulo grupo de damas juristas que han hecho parte de la Sala Plena del Máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria.

Con el conocido proceso de reforma constitucional de 1991, la Asamblea Nacional Constituyente encontró que, dentro de la Teoría Pura del Derecho, los tribunales constitucionales se explican a partir de los conceptos de Constitución y Derecho y de la insistente preocupación por la forma, la coherencia y la certeza del derecho positivo. Esto, y no el propósito de frenar al poder o asegurar el Estado de Derecho, fue lo que llevó a diseñar estas instituciones.

Por tanto, el razonamiento que llevó a la Constituyente a crear un tribunal constitucional separado del tribunal de casación, fue el siguiente: las normas que integran la pirámide Kelseniana, se fundamentan cada una en su inmediata superior, a la cual no pueden contradecir. 

En Colombia, como en muchas partes, la pirámide está presidida por la Constitución, que es la norma que regula la producción de las normas inferiores: leyes, decretos, ordenanzas y acuerdos, las cuales se deben siempre adecuar al Estatuto Superior y, seguir siempre esa estructura jerárquica escalonada que Kelsen denominó Stufenbau. Y, si alguna de las normas que se encuentra bajo la Constitución viola la garantía de integrar el ordenamiento jurídico conforme a ella, debe ser declarada inconstitucional por un órgano competente como lo es un tribunal o corte constitucional, para que fiscalice su adecuación a la Constitución.

Con toda esta teoría nació nuestra actual Corte Constitucional, cuyas funciones analizaremos seguidamente, ya que encuentran su fundamento en el artículo 6° de la Supremacy Clause de la Constitución de Filadelfia de 1787, plasmada literalmente en el artículo 4° de nuestra Carta, que expresa:

"La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales.

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades." 

Lo cual sirve aquí para citar entre paréntesis, una frase que Alexander Hamilton, escribió en su periódico "El Federalista" en 1788: "Ningún acto legislativo, contrario a la Constitución puede ser válido. Negar esto, significaría afirmar que el subalterno es más importante que el principal; que el sirviente está por encima de sus patrones; que los representantes del pueblo son superiores al pueblo mismo."

Al analizar este artículo de la Constitución, cerrando el anterior paréntesis, encontramos en distintas jurisprudencias, que la Corte Constitucional ha defendido la posición de supremacía de la Constitución sobre las restantes normas que integran el orden jurídico, dado que ésta determina la estructura básica de nuestro Estado, instituye los órganos a través de los cuales se ejerce la autoridad pública, atribuye competencias para expedir normas, ejecutarlas y decidir conforme a ellas las controversias y litigios que se susciten en la sociedad y, al realizar esto, funda el orden jurídico mismo del Estado.

Según el artículo 43 de la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Administración de Justicia-, la Corte Constitucional ejerce la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución en los estrictos y precisos términos de los artículos 241 a 244 de la Constitución Política. El Consejo de Estado conoce de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional.

También ejercen jurisdicción constitucional, excepcionalmente, para cada caso concreto, los jueces y corporaciones que deban proferir las decisiones de tutela o resolver acciones o recursos previstos para la aplicación de los derechos constitucionales.

Así entonces, la Corte Constitucional es uno de los organismos encargados de cumplir con la misión de administrar justicia constitucional y, como tal, declara en sus sentencias la exequibilidad e inexequibilidad de las normas sometidas a su control.

En este punto, surge entonces una pregunta, ¿qué significa exequible e inexequible? 

El Profesor Mario Madrid-Malo Garizábal, explica lo concerniente en su artículo «La Situación del Concordato después de las Sentencias de la Corte Constitucional», publicado en su libro «Sobre las Libertades de Conciencia y de Religión», que hace parte de la serie de divulgación de la Defensoría del Pueblo y, en el cual dice:

«Exequibilidad e Inexequibilidad.

Para responder a la primera pregunta se requiere, en primer término, examinar qué significan los conceptos de exequibilidad e inexequibilidad en el derecho constitucional colombiano. Todos sabemos que cuando la Corte Constitucional encuentra ajustada a la Constitución una norma sometida a su control la declara exequible, y que -por el contrario- la declara inexequible si la encuentra inconstitucional, esto es, contraria a la «norma de normas» e inconciliable con la misma. El Profesor Restrepo Piedrahita califica de «desuetos» los vocablos «exequibilidad», «inexequibilidad», «exequible» e «inexequible», y advierte que los traductores y autores extranjeros «han encontrado frecuentemente dificultad para entender los textos constitucionales colombianos  en que tales palabras son empleadas». Sin embargo, intenta una definición: «Una norma es exequible, es decir, válida y por lo tanto ejecutable, cuando es compatible con la Constitución».
Por su parte, hace ya muchos años escribía el Profesor Miguel Moreno Jaramillo: «Son inexequibles una acto legislativo, una ley o un decreto cuando la Corte declara que no pueden ejecutarse o cumplirse, que carecen de valor y de efecto, que no tienen vida».

También se ha preocupado del tema de la inexequibilidad el doctor Luis Carlos Sáchica. En la última edición de su libro «Nuevo Constitucionalismo Colombiano» puede leerse: «Inexequible no quiere decir otra cosa que inaplicable en lo sucesivo, para todos y en forma obligatoria».
Por último, en la jurisprudencia constitucional encontramos algunas referencias concretas sobre la materia. En la sentencia de 30 de julio de 1955 la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia definió la sentencia de inexequibilidad como «la declaración jurisdiccional de que el acto acusado no puede ejecutarse por vulnerar o menoscabar la norma constitucional». Y en la Sentencia C-588 de noviembre 12 de 1992 precisó la Sala Plena de la Corte Constitucional: «...Hallada y declarada la oposición entre la norma acusada, objetada o revisada y la Constitución Política, es aquélla retirada del ordenamiento jurídico en virtud de decisión inapelable y con efectos erga omnes cuyo sentido no es posible debatir después de pronunciada».

Así, pues, en el derecho constitucional colombiano se llama inexequibles aquellas normas que la Corte Constitucional encontró inconstitucionales y mandó no aplicar, privándolas de toda eficacia jurídica para sancionar el ejercicio indebido de las competencias del Congreso o del Gobierno.

Las declaraciones de inexequibilidad:

Con arreglo a las normas constitucionales hoy vigentes, una declaración judicial de inexequibilidad puede recaer (artículos 241 y 242 de la Constitución Nacional):
1° Sobre actos demandados por los ciudadanos.

2° Sobre actos sometidos a control automático u oficioso de la Corte Constitucional.
Según la doctrina y la jurisprudencia, la inexequibilidad es fenómeno que no debe ser confundido:
a. Con la derogación, pues la competencia para abolir una norma está constitucionalmente asignada al legislador y no al juez de constitucionalidad.

b. Con la declaración de nulidad, pues en virtud de ésta el acto acusado debe siempre reputarse como inexistente no sólo hacia el futuro, sino respecto del pasado.

c. Con la inaplicación de un precepto afectado por la inconstitucionalidad sobreviniente o adventicia, ya que ella recae en un acto preceptivo derogado «ipso iure» por la promulgación de una norma constitucional posterior en el tiempo.

d. Con la inaplicación de la ley en virtud de la llamada excepción de inconstitucionalidad, prevista en el artículo 4° de la Carta, pues en este caso la aplicación preferencial de las disposiciones constitucionales puede provenir de un funcionario administrativo y sólo tiene efectos «inter partes».
El principal efecto de la sentencia de inexequibilidad fue descrito por el Consejo de Estado en la sentencia del 9 de mayo de 1983, citada en el fallo de la Corte Suprema de Justicia proferido el 16 de junio de 1987: «Dentro del contexto de una sana lógica jurídica -afirmó el Consejo de Estado-, los fallos de inexequibilidad (...) hacen desaparecer la norma jurídica objeto del fallo, con un efecto absoluto hacia el futuro». Declarada inexequible una norma por la Corte Constitucional, aquélla pierde su vigencia por decisión de naturaleza definitiva e inmutable. Tal declaratoria, desde su pronunciamiento y con respecto al futuro, sustrae la disposición por ella afectada de la órbita del ordenamiento jurídico, la excluye del universo normativo, la destierra -por decirlo así- del ámbito que ocupan aquellas normas de las cuales puede predicarse la plenitud del vigor y de los efectos. Una norma declarada inexequible ha dejado de regir: en lo sucesivo ya no puede ser aplicada.

En lo que hace el cumplimiento de normas inexequibles advierte la jurisprudencia: «Así como el artículo 9° del Código Civil expresa que «la ignorancia de la ley no sirve de excusa», esto es, que su ignorancia no puede alegarse para excusarse de cumplirla, a contrario sensu no puede alegarse tampoco la ignorancia de su decaimiento, de su desaparición del escenario jurídico, para cumplirla».

Los tres rasgos característicos de la sentencia de inexequibilidad son:
1° Tiene carácter «erga omnes», esto es, se refiere y dirige a la totalidad de los gobernantes y de los gobernados.

2° Tiene carácter absoluto, en cuanto por su índole definitiva y total impide sobre la misma norma un nuevo pronunciamiento judicial en sentido contrario.

3° Tiene carácter taxativo, pues sólo alcanza las normas declaradas expresamente inexequibles.»
Y precisamente, la Corte Constitucional encuentra una serie de normas dedicadas a ella en el Capítulo 4 del Título VII de la Carta de 1991, que dice así:

"De la Jurisdicción Constitucional

Artículo 239. La Corte Constitucional tendrá el número impar de miembros que determine la ley. En su integración se atenderá el criterio de designación de magistrados pertenecientes a diversas especialidades del Derecho.

Los Magistrados de la Corte Constitucional serán elegidos por el Senado de la República para períodos individuales de ocho años, de sendas ternas que le presenten el Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado.

Los Magistrados de la Corte Constitucional no podrán ser reelegidos."

El artículo transitorio 22 de la Constitución Nacional, determinó en principio que la primera Corte Constitucional estaría integrada por siete magistrados, los doctores Ciro Angarita Barón, Eduardo Cifuentes Muñoz, José Gregorio Hernández Galindo, Alejandro Martínez Caballero, Fabio Morón Díaz, Simón Rodríguez Rodríguez y Jaime Sanín Greiffenstein, quienes ejercieron sus funciones por un período de un año que culminó el 28 de febrero de 1993.

La primera Corte Constitucional, fue elegida así: Dos por el Presidente de la República, Uno por la Corte Suprema de Justicia, Uno por el Consejo de Estado y Uno por el Procurador General de la Nación y, ese grupo de cinco designó los dos restantes de ternas que envió a la Corporación el Presidente de la República.

Actualmente, ejercieron en el período de magistratura que va del primero de marzo de 1993 al 28 de febrero del año 2001, los doctores Jorge Arango Mejía, Antonio Barrera Carbonell, Eduardo Cifuentes Muñoz, Carlos Gaviria Díaz, José Gregorio Hernández Galindo, Hernando Herrera Vergara, Alejandro Martínez Caballero, Fabio Morón Díaz,  Vladimiro Naranjo Mesa, Alfredo Beltrán Sierra, Carmenza Isaza de Gómez, Martha Victoria Sáchica de Moncaleano, Julio César Ortiz Gutiérrez y Alvaro Tafur Galvis, algunos de ellos como encargados.

Este grupo de magistrados, debió acreditar para su aspiración y elección, los requisitos que la misma Constitución establece para tal efecto, es decir, ser colombianos por nacimiento y ciudadanos en ejercicio, ser abogados, no haber sido condenados por sentencia judicial a pena privativa de la libertad excepto por delitos políticos o culposos y, haber desempeñado, durante diez años, cargos en la Rama Judicial o en el Ministerio Público, o haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente.

En cuanto al período, ya se dijo que la primera Corte Constitucional lo tuvo de un año y, de la actual en adelante, el período es de ocho años, al cabo del cual, los magistrados no podrán ser reelegidos y permanecerán en  el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento satisfactorio y no lleguen a la edad de retiro forzoso, es decir, a los 65 años, aunque existe una teoría según la cual se les eligió por un período fijo y no se les retiraría hasta el vencimiento del mismo.

Aunque no están previstas de manera particular para los Magistrados de la Corte Constitucional, sino en general, para los miembros de la Rama Judicial, hay una serie de inhabilidades e incompatibilidades que los rigen y que también se encuentran en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia:
«Artículo 150. Inhabilidades para Ejercer Cargos en la Rama Judicial. No podrá ser nombrado para ejercer cargos en la Rama Judicial:

1. Quien se halle en interdicción judicial.

2. Quien padezca alguna afección mental que comprometa la capacidad necesaria para el desempeño del cargo, debidamente comprobada por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

3. Quien se encuentre bajo medida de aseguramiento que implique la privación de la libertad sin derecho a la libertad provisional.

4. Quien esté suspendido o haya sido excluido de la profesión de abogado. En este último caso, mientras obtiene su rehabilitación.

5. Quien haya sido destituido de cualquier cargo público.

6. Quien haya sido declarado responsable de la comisión de cualquier hecho punible, excepto por delitos políticos o culposos.

7. El que habitualmente ingiera bebidas alcohólicas y el que consuma drogas o sustancias no autorizadas o tenga transtornos graves de conducta, de forma tal que pueda afectar el servicio.

Parágrafo. Los nombramientos que se hagan en contravención de lo dispuesto en el presente artículo y aquéllos respecto de los cuales surgiere inhabilidad en forma sobreviniente, serán declarados insubsistentes mediante providencia motivada, aunque el funcionario o empleado se encuentre escalafonado en la carrera judicial.
Artículo 151. Incompatibilidades para ejercer cargos en la Rama Judicial. Además de las previsiones de la Constitución política, el ejercicio de cargos en la Rama Judicial es incompatible con:
1. El desempeño de cualquier otro cargo retribuido, o de elección popular o representación política; los de árbitro, conciliador o amigable componedor, salvo que cumpla estas funciones en razón de su cargo; de albacea, curador dativo y, en general, los de auxiliar de la justicia.

2. La condición de miembro activo de la fuerza pública.

3. La calidad de comerciante y el ejercicio de funciones de dirección o fiscalización en sociedades, salvo las excepciones legales.

4. La gestión profesional de negocios y el ejercicio de la abogacía o de cualquier otra profesión u oficio.

5. El desempeño de ministerio en cualquier culto religioso.
Parágrafo Primero. Estas prohibiciones se extienden a quienes se hallen en uso de licencia.

Parágrafo Segundo. Los funcionarios y empleados de la Rama Judicial podrán ejercer la docencia universitaria en materias jurídicas hasta por cinco horas semanales siempre que no se perjudique el normal funcionamiento del despacho judicial. Igualmente, con las mismas limitaciones, puede realizar labor de investigación jurídica e intervenir a título personal en congresos y conferencias.

Parágrafo Tercero. Las inhabilidades e incompatibilidades comprendidas en los artículos 150 y 151 se aplicarán a los actuales funcionarios y empleados de la Rama Judicial.
Para la aplicación en cualquier tiempo de las normas que prohiben la reelección de la Corte Constitucional, sólo se tomarán en cuenta las elecciones que se produzcan con posterioridad al vencimiento del período del año 2001 y no las que se llevaron a cabo en diciembre de 1992 para elegir a los actuales magistrados que iniciaron unos, y reiniciaron otros, su magistratura en la Corte Constitucional el primero de marzo de 1993.

"Artículo 240. No podrán ser elegidos Magistrados de la Corte Constitucional quienes durante el año anterior a la elección se hayan desempeñado como Ministros del Despacho o Magistrados de la Corte Suprema de Justicia o del Consejo de Estado."

Esta inhabilidad, según el artículo transitorio 22 de la Constitución, parágrafo 2, no era aplicable para la integración inmediata de la primera Corte Constitucional, pero sí, a mi modo de ver, persistiría para los abogados que cumplan con los requisitos para hacer parte de esta Corporación y, que hubiesen integrado la Asamblea Nacional Constituyente, sin embargo, el Magistrado Hernando Herrera Vergara, hizo parte de la misma y luego del Alto Tribunal.

Las funciones de la citada Corporación, se desarrollan en la siguiente norma del Estatuto Superior:

"Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones:

1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su orígen, sólo por vicios de procedimiento en su formación.

2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a un referendo o a una Asamblea Constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su formación.

3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y realización.

4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.

5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación.

6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución.

7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el Gobierno con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución.

8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados por el Gobierno como inconstitucionales, y de los proyectos de leyes estatutarias, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.

9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos constitucionales.

10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben. Con tal fin, el Gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento formulando la correspondiente reserva. 

11. Darse su propio reglamento."

"Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto."

En la sentencia C-209 de 1993, cuya ponencia estuvo a cargo del Magistrado José Gregorio Hernández Galindo, la Corte Constitucional dijo: “La bondad del objetivo, como ya lo ha expresado esta Corte en varias de sus sentencias, no purga la inconstitucionalidad de un precepto que abiertamente se oponga a los mandatos de la Carta. Lo que se halla sujeto a la jurisdicción de la Corte cuando se le confía la guarda de la integridad y supremacía del Estatuto Fundamental es la norma legal, considerada en sí misma y objetivamente mirada frente a los mandatos constitucionales, no los propósitos que pudieron guiar al legislador cuando la puso en vigencia. El logro de los mismos es factible por medios acordes con la normatividad superior y si, en efecto, la ley usó un mecanismo no autorizado por la Constitución, así debe declararlo la Corte Constitucional. Ese es su papel y esa es su responsabilidad”.

Lo anterior quiere decir que el control de constitucionalidad a cargo de esta Corte implica la instauración de procesos que tienen por objeto especial y característico la defensa del ordenamiento fundamental, para lo cual es indispensable establecer si las normas a él subordinadas se avienen a su preceptiva o la desconocen.

Por su parte, el Magistrado Vladimiro Naranjo Mesa, a través de la sentencia T-124 de 1993, dijo que “a la Corte Constitucional no corresponde obligar a las entidades públicas ni a los particulares a resolver favorablemente las peticiones que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma superior, al reconocer el derecho de petición, se limita a señalar que, como consecuencia del mismo, surge el derecho a “obtener pronta resolución”, lo cual no implica que ésta necesariamente tenga que ser favorable a los intereses del peticionario. Lo que sí compete a esta Corporación, mediante el poder decisorio que la Carta Política le confiere como intérprete y guardiana de su integridad, es garantizar que los ciudadanos obtengan la pronta resolución a sus peticiones que preceptúa el mandato superior”.

Hablando de las funciones de la Corte Constitucional, el Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz en la sentencia C-457 de 1993, manifestó: “La Corte Constitucional tiene la atribución de efectuar un control previo, automático e integral de constitucionalidad sobre los proyectos de tratados internacionales que celebre el Presidente de la República y sobre las leyes aprobatorias de los mismos, con el fin de dotar de seguridad tanto al orden jurídico interno como a los compromisos adquiridos internacionalmente. La Corte señala que la simple sustracción de materia, vale decir, la pérdida de vigencia de las normas por haber sido derogadas, suspendidas o incorporadas a otras, no obsta para que se efectúe el control de constitucionalidad cuando hayan producido efectos o puedan producirlos hacia el futuro y la Constitución se pueda ver vulnerada”.

Como se ha establecido por la Corte Constitucional, el artículo 241 de la Carta se basa en el principio de colaboración armónica de los poderes públicos consagrado en el artículo 113 de la Constitución Nacional, aunque debe advertirse que esta colaboración no se puede ir al extremo de incurrir en confusión de poderes, con lo cual se desvirtuaría el principio sustancial de la separación y se caería en el completo absolutismo que riñe con el verdadero significado del Estado de Derecho.

Estas funciones del Artículo 241, se encuentran reglamentadas en el Decreto 2067 de 1991, que regula los juicios y actuaciones que se surtan ante la Corte Constitucional, aunque antes de ser expedido por el Gobierno Nacional, el trámite y despacho de los asuntos a cargo este Alto Tribunal, se debía regir por el Decreto 432 de 1969, que organizó en su época la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que cesó en sus funciones una vez decidió todas las acciones públicas de inconstitucionalidad instauradas antes del primero de junio de 1991.

De otra parte, el Reglamento de la Corte Constitucional, se encuentra recodificado en el Acuerdo 05 de octubre 15 de 1992, adicionado con el Acuerdo 01 de  febrero 24 de 1994, que adicionó el artículo 34 del Reglamento (Se encuentra publicado como apéndice del Libro "Acción de Tutela, Práctica Forense y Jurisprudencia", de Hernán A. Olano Correa y Hernán Alejandro Olano García).

"Artículo 242. Los procesos que se adelanten ante la Corte Constitucional en las materias a que se refiere este título, serán reguladas por la ley conforme a las siguientes disposiciones:

1. Cualquier ciudadano podrá ejercer las acciones públicas previstas en el artículo precedente, e intervenir como impugnador o defensor de las normas sometidas a control en los procesos promovidos por otros, así como en aquéllos para los cuales no existe acción pública.

2. El Procurador General de la Nación deberá intervenir en todos los procesos.

3. Las acciones por vicios de forma caducan en el término de un año, contado desde la publicación del respectivo acto.

4. De ordinario, la Corte dispondrá del término de sesenta días para decidir, y el Procurador General de la Nación, de treinta para rendir concepto.

5. En los procesos a que se refiere el numeral 7 del artículo anterior, los términos ordinarios se reducirán a una tercera parte y su incumplimiento es causal de mala conducta, que será sancionada conforme a la ley."

Lo anterior significa que los términos procesales deben ser observados con diligencia y su incumplimiento será sancionado, pues a su vez violaría el artículo 29 de la Norma Superior, sumando a esa situación, el que los Magistrados puedan ser denunciados ante la Cámara de Representantes, para que ésta si encuentra mérito, los acuse ante el Senado de la República.

Este artículo 242 del Estatuto Superior, se podría referenciar con la Sentencia T-238 de 1993 de la Corte Constitucional, que contó como Ponente al H. Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, y que en sus apartes expresa: "La igualdad en la aplicación de la ley por parte de los órganos judiciales, guarda íntima relación con el derecho a recibir la misma protección y trato de las autoridades. En este orden de ideas, un mismo órgano judicial no puede otorgar diferentes consecuencias jurídicas a dos o más situaciones de hecho iguales, sin que exista una justificación razonable para el cambio de criterio. La igualdad en la aplicación de la ley, ha de hacerse compatible con la independencia y autonomía de cada órgano en la determinación de los hechos y la interpretación de las normas, en cuya virtud el juez no está obligado en todo caso a conceder tratamiento igual a supuestos de hecho iguales. Lo que definitivamente le está vedado al juez es modificar el sentido de sus resoluciones sin ofrecer una justificación suficiente y razonable. Si bien el cambio de criterio jurisprudencial y su fundamentación no requieren de motivación expresa, deben siempre poder deducirse de la resolución judicial y obedecer a una opción consciente y razonable, consecuencia de la toma en consideración de nuevos elementos de juicio y de la evolución del derecho, la cual permite que leyes expedidas en otras circunstancias se adapten a las nuevas realidades sociales."

Por su parte, la siguiente norma a estudiar dice: 
Artículo 243. Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional.

Ninguna autoridad podrá reproducir el contenido material del acto jurídico declarado inexequible por razones de fondo, mientras subsistan en la Carta las disposiciones que sirvieron para hacer la confrontación entre la norma ordinaria y la Constitución."

Esto quiere decir que siendo la Administración de Justicia una función pública, sus decisiones deben ser independientes, públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas deberá siempre prevalecer el derecho sustancial.

En la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996), se habla de los efectos de las sentencias de la Corte Constitucional, en el artículo que a continuación se transcribe:

«Artículo 48. Alcance de las sentencias en el ejercicio del Control Constitucional. Las sentencias proferidas en cumplimiento del control constitucional tienen el siguiente efecto:

1. Las de la Corte Constitucional dictadas como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad, sólo serán de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva. La parte motiva constituirá criterio auxiliar para la actividad judicial y para la aplicación de las normas de derecho en general. La interpretación que por vía de autoridad hace, tiene carácter obligatorio general.

2. Las decisiones judiciales adoptadas en ejercicio de la acción de tutela tienen carácter obligatorio únicamente para las partes. Su motivación sólo constituye criterio auxiliar para la actividad de los jueces.»

Sobre el tema de la Cosa Juzgada, el Ex Magistrado Ciro Angarita Barón en la sentencia C-004 de 1993, dijo: «La cosa juzgada relativa impide la admisión de demandas cuyos cargos tengan como fundamento irregularidades de forma de la norma. Por lo general los fallos sobre cosa juzgada relativa, expresamente limitan su alcance, pues restringen la decisión al preciso ámbito de lo formal.

El efecto de la cosa juzgada absoluta se extiende a las consideraciones específicas de cada fallo. Son éstas, pues, los elementos fundamentales para determinar en cada caso el alcance del estudio realizado por el fallador, frente a los artículos constitucionales que estime pertinentes para la dilucidación del acuerdo o contradicción de la norma estudiada con los preceptos de la Carta. A contrario sensu, la cosa juzgada no cobija aquellos aspectos eventualmente relevantes en el juicio de constitucionalidad que no fueron objeto de estudio, ni mencionados en ninguna parte por el fallador.»

Más enfático sobre el particular fue, en la sentencia C-097 de 1993, el Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz: «La norma declarada constitucional no puede ser objeto de una nueva demanda de inconstitucionalidad. La sentencia de la Corte Constitucional es definitiva, esto es, produce efectos absolutos y permanentes y se pronuncia, por su carácter público, frente a todos los sujetos. Luego de declarada la exequibilidad de una norma, se clausura cualquier debate futuro sobre su constitucionalidad, máxime si se tiene en cuenta que la Corte Constitucional ha debido confrontar las disposiciones sometidas a control con la totalidad de los preceptos de la Constitución y no solamente frente a los preceptos de la Carta que en la demanda se señalan como violados. Excepcionalmente, la Corte Constitucional puede señalar de manera expresa que los efectos de la cosa juzgada se aplican sólo respecto de las disposiciones constitucionales consideradas en la sentencia.»

Mucho más enérgico ha sido siempre el Magistrado Jorge Arango Mejía, por ejemplo, en la sentencia C-113 de 1993, dijo: «La facultad de señalar los efectos de sus propios fallos, de conformidad con la Constitución, nace para la Corte Constitucional de la misión que le confía el inciso primero del artículo 241, de guardar «la integridad y supremacía de la Constitución», porque para cumplirla, el paso previo e indispensable es la interpretación que se hace en la sentencia que debe señalar sus propios efectos. No hay que olvidar que, según el artículo 5 de la Constitución, el Estado reconoce la primacía de los derechos inalienables de la persona, reconocimiento obligatorio para la Corte Constitucional, como para todas las autoridades pero con mayor fuerza. Por ello, recortar, mediante una norma de inferior jerarquía, la facultad que la Corte tiene de fijar el contenido de sus sentencias, podría impedirle defender los derechos de los súbditos frente a las autoridades. Salta a la vista que el Presidente de la República se excedió en el ejercicio de las facultades que le confirió la Asamblea Nacional Constituyente, pues éstas se le confirieron para dictar el «régimen procedimental», dentro del cual, como se explicó, no están, no pueden estar, comprendidos los efectos de las sentencias ejecutoriadas dictadas en asuntos de constitucionalidad.
Si al aclarar la sentencia se restringen o se amplían los alcances de la decisión, o se cambian los motivos en que se basa, se estaría en realidad no ante una aclaración de un fallo, sino ante uno nuevo. Hipótesis esta última que pugna con el principio de la cosa juzgada, y atenta, por lo mismo, contra la seguridad jurídica. Hay que tener en cuenta que ninguna de las normas de la Constitución que reglamentan la jurisdicción constitucional, confiere a la Corte la facultad de aclarar sus sentencias. Ni las once funciones descritas en el artículo 241, ni en ninguna otra norma constitucional, se asigna a la Corte Constitucional la facultad de servir de órgano consultivo a los jueces. Y tampoco hay norma constitucional que les permita a éstos elevar tales consultas. De otra parte, la posibilidad de aclarar «los alcances de su fallo», no sólo atenta contra la cosa juzgada, sino que es contraria a la seguridad jurídica, uno de los fines fundamentales del derecho. Además, la existencia de múltiples aclaraciones, haría desordenada y caótica la jurisprudencia de la Corte. Sin que obre advertir que si la ley, según la ficción universalmente aceptada, es conocida por todos, con mayor razón hay lugar a presumir que los jueces, generalmente graduados en derecho, tienen la suficiente formación jurídica para leer y entender las sentencias de la Corte. Lo cual explica por qué la norma comentada, a más de ser inexequible, es inútil.»

Por su parte, los artículos 244 y 245 de la Constitución Política de Colombia, establecen lo siguiente:

"Artículo 244. La Corte Constitucional comunicará al Presidente de la República o al Presidente del Congreso, según el caso, la iniciación de cualquier proceso que tenga por objeto el examen de constitucionalidad de normas dictadas por ellos. Esta comunicación no dilatará los términos del proceso."

"Artículo 245. El Gobierno no podrá conferir empleo a los Magistrados de la Corte Constitucional durante el período de ejercicio de sus funciones ni dentro del año siguiente a su retiro." 

Todas las competencias de la Corte constitucional integran la jurisdicción constitucional. En todo caso, el ejercicio de las competencias en materia de control constitucional, independientemente del órgano judicial que las ejerza, se proponen, de manera inmediata, asegurar la primacía e integridad de la Constitución, para que ésta pueda desplegar en concreto su máxima eficacia ordenadora como "suprema condición de la paz social y pueda convertirse así en Constitución material, con lo cual satisface su objetivo esta jurisdicción."

"La posición de supremacía de la Constitución sobre las restantes normas que integran el orden jurídico, estriba en que aquella determina la estructura básica del Estado, instituye los órganos a través de los cuales se ejerce la autoridad pública, atribuye competencias para dictar normas, ejecutarlas y decidir conforme a ellas las controversias y litigios que se susciten en la sociedad, y al efectuar todo esto, funda el orden jurídico mismo del Estado. La Constitución es el marco supremo y último para determinar tanto la pertenencia al orden jurídico, como la validez de cualquier norma, regla o decisión que formulen o profieran los órganos por ella instaurados." 
, dijo la Corte Constitucional en la Sentencia T-002 de 1992, con ponencia del Magistrado Alejandro Martínez Caballero.

Finalmente, bien merece indicarse que no hay Estado sin una Constitución, independientemente de la forma como ésta haya sido expedida.
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